
2.  PROCEDIMIENTOS PREVISTO EN EL CÓDIGO DEL D.F. 

2.1. Procedimiento administrativo. 

 

El procedimiento administrativo está contenido en las diversas leyes 

administrativas de naturaleza procesal, como por ejemplo: la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo del Distrito Federal. Las disposiciones 

de ese ordenamiento procesal son de orden e interés públicos y tienen por objeto 

regular los actos y procedimientos de la Administración Pública del Distrito 

Federal. En el caso de la Administración Pública Paraestatal, sólo será aplicable la 

referida ley, cuando se trate de actos de autoridad provenientes de organismos 

descentralizados que afecten la esfera jurídica de los particulares. 

Quedan excluidos de la aplicación de esa ley, los actos y procedimientos 

administrativos relacionados con las materias de carácter financiero, fiscal, en lo 

relativo a la actuación del Ministerio Público en ejercicio de sus funciones 

constitucionales y legales, seguridad pública, electoral, participación ciudadana, 

del notariado, así como de justicia cívica en el Distrito Federal; las actuaciones de 

la Contraloría General, en lo relativo a la determinación de responsabilidades de 

los servidores públicos; y de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal, en cuanto a las quejas de que conozca y recomendaciones que formule. 

En relación a los créditos fiscales, no se excluyen de la aplicación de esa ley que 

regula el procedimientos administrativo, lo relativo a las multas administrativas, 

derivadas de las infracciones por violaciones a las disposiciones de orden 

administrativo local.1 

Para los efectos de la ley procesal en comento, se entenderá por: 

I. Acto Administrativo: Declaración unilateral de voluntad, externa, concreta y 

ejecutiva, emanada de la Administración Pública del Distrito Federal, en el 

ejercicio de las facultades que le son conferidas por los ordenamientos jurídicos, 

que tiene por objeto crear, transmitir, modificar, reconocer o extinguir una situación 

jurídica concreta, cuya finalidad es la satisfacción del interés general. 
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II. Procedimiento Administrativo: Conjunto de trámites y formalidades jurídicas que 

preceden a todo acto administrativo, como su antecedente y fundamento, los 

cuales son necesarios para su perfeccionamiento, condicionan su validez y 

persiguen un interés general; 

III. Procedimiento de Lesividad: Al procedimiento incoado por las autoridades 

administrativas, ante el Tribunal, solicitando la declaración de nulidad de 

resoluciones administrativas favorables a los particulares, por considerar que 

lesionan a la Administración Pública o el interés público; 

IV. Resolución Administrativa: Acto administrativo que pone fin a un 

procedimiento, de manera expresa o presunta en caso del silencio de la autoridad 

competente, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los 

interesados o previstas por las normas; 

V. Revocación: Acto administrativo emitido por autoridad competente por virtud del 

cual se retira y extingue a otro que nació válido y eficaz, que tendrá efectos sólo 

para el futuro, el cual es emitido por causas supervenientes de oportunidad e 

interés público previstos en los ordenamientos jurídicos que modifican las 

condiciones iniciales en que fue expedido el original.2 

El procedimiento administrativo que establece la citada ley se regirá por los 

principios de simplificación, agilidad, información, precisión, legalidad, 

transparencia, imparcialidad y buena fe.3 

La finalidad del procedimiento administrativo servirá para asegurar el mejor 

cumplimiento de los fines de la Administración Pública del Distrito Federal, así 

como para garantizar los derechos e intereses legítimos de los gobernados, de 

conformidad con lo preceptuado por los ordenamientos jurídicos aplicables.4 

El ámbito espacial de validez de la ley procesal administrativa que es objeto de 

análisis serán los actos que desarrolle la Administración Pública del Distrito 

Federal ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o 

concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 
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El incumplimiento de las disposiciones previstas en ella dará lugar a la 

responsabilidad del servidor público, en los términos de la Ley de 

Responsabilidades.5 

El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición del 

interesado.  

Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la 

autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, aún 

cuando estén sujetas al control y verificación de la autoridad. Si los informes o 

declaraciones proporcionados por el particular resultan falsos, se aplicarán las 

sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de las penas en que 

incurran aquéllos que se conduzcan con falsedad de acuerdo con los 

ordenamientos legales aplicables. La actuación administrativa de la autoridad y la 

de los interesados se sujetará al principio de buena fe.6 

Toda promoción deberá contener la firma autógrafa o electrónica del interesado, 

requisito sin el cual se tendrá por no realizada. Cuando el promovente no sepa o 

no pueda firmar, firmará otra persona en su nombre y el interesado estampará su 

huella digital, haciéndose notar esta situación en el propio escrito.7 

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa. Quien 

promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad en los términos de la 

referida ley procesal administrativa.8 

La Administración Pública del Distrito Federal en los procedimientos y trámites 

respectivos, no podrá exigir mayores formalidades y requisitos que los 

expresamente establecidos en los ordenamientos jurídicos de cada materia y en el 

Manual. 

La normatividad establecerá los casos en que proceda la declaración o registro de 

manifestación de los particulares, como requisito para el ejercicio de facultades 

determinadas. En estos casos, el trámite estará basado en la recepción y registro 

de la manifestación bajo protesta de decir verdad de que se cumple con las 

                                            
5
 Ibídem; Artículo 31. 

6
 Ibídem; Artículo 32. 

7
 Ibídem; Artículo 33. 

8
 Ibídem; Artículo 34. 



normas aplicables para acceder a dicho acto, acompañada de los datos y 

documentos que éstas determinen, sin perjuicios de que la autoridad competente 

inicie los procedimientos que correspondan cuando en la revisión del trámite se 

detecte falsedad. En estos casos, estará obligada a presentar denuncia en el 

Ministerio Público para la aplicación de las sanciones penales correspondientes. 

En el caso de revalidación de licencias, autorizaciones, permisos, registros o 

declaraciones, el trámite se podrá hacer mediante un aviso por escrito, que 

contendrá la manifestación del interesado, bajo protesta de decir verdad, en el 

sentido de que las condiciones en que se le otorgo u obtuvo originalmente la 

licencia, autorización, permiso, registro o declaración de que se trate, no han 

variado, y de las facultades. 

Dicho trámite se podrá realizar dentro de los quince días hábiles previos a la 

conclusión de su vigencia, sin perjuicio del pago de derechos que la revalidación 

origine y de las facultades de verificación de las autoridades competentes. Este 

procedimiento para revalidación no será aplicable a las concesiones, ni a las 

licencias de funcionamiento de establecimientos mercantiles, debiendo atenderse 

en este último caso a lo establecido en el artículo 34 de la Ley de Establecimientos 

Mercantiles del Distrito Federal.9 

Los interesados tienen en todo momento el derecho de obtener información sobre 

los procedimientos y el estado en que se encuentran, así como el acceso a los 

expedientes que con motivo de sus solicitudes o por mandato legal, formen las 

autoridades. Así mismo, se les podrán expedir a su costa; y siempre que así lo 

soliciten, copias y certificaciones de los documentos que obren en los expedientes 

previo pago de los derechos que correspondan. 

Sólo podrá negarse la información o el acceso a los expedientes, cuando se 

involucren cuestiones relativas a la defensa y seguridad nacional, esté protegida 

dicha información por el secreto industrial, comercial o por disposición legal; o 

porque el solicitante no sea el titular o causahabiente, o no acredite su interés 

legítimo en el procedimiento administrativo.10 
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Las actuaciones se verificarán en las oficinas de las dependencias o entidades 

competentes. En el caso de que la naturaleza de la diligencia así lo requiera; y sea 

necesario o conveniente para agilizar el procedimiento, el desahogo de la 

diligencia podrá trasladarse a otro sitio, previa constancia debidamente fundada y 

motivada de esta circunstancia.11 

En el procedimiento administrativo del Distrito Federal, las actuaciones, ocursos o 

informes que realicen las dependencias, entidades o los interesados, se 

redactarán en español. Los documentos redactados en otro idioma, deberán 

acompañarse de su respectiva traducción al español y, en su caso, cuando así se 

requiera de su certificación. Las fechas y cantidades se escribirán con letra.12 

Los incidentes que surjan dentro del procedimiento administrativo, se tramitarán 

de acuerdo a lo que establece la multicitada ley.13 

La Administración Pública del Distrito Federal, en sus relaciones con los 

particulares, tendrá las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar la comparecencia de éstos, sólo cuando así esté previsto en los 

ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar 

expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los 

efectos de no atenderla; 

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de 

verificación, sólo en aquellos casos previstos por esa ley procesal administrativa o 

en las demás disposiciones jurídicas aplicables; 

III. Hacer del conocimiento de éstos, en cualquier momento, el estado de la 

tramitación de los procedimientos en los que tengan interés legítimo; y a 

proporcionar copia de los documentos contenidos en ellos; 

IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los 

originales, el ingreso de los mismos; 

V. Admitir las pruebas permitidas por los ordenamientos jurídicos aplicables y 

recibir alegatos, los que deberán ser tomados en cuenta por la autoridad 

competente al dictar resolución; 
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VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean 

exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el 

expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o 

técnicos que las disposiciones jurídicas aplicables impongan a los proyectos, 

actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en ésta 

u otras leyes;  

IX. Tratar con respeto a los particulares y a facilitar el ejercicio de sus derechos y 

el cumplimiento de sus obligaciones; 

X. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se 

establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la 

dependencia, órgano desconcentrado, descentralizado, entidad u órganos político 

administrativos resuelvan expresamente lo que corresponda a la petición o 

solicitud emitida por el particular, en caso contrario operará la afirmativa o negativa 

ficta en los términos de la presente Ley, según proceda; y 

XI. Dictar resolución expresa en los procedimientos iniciados de oficio, cuya 

instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo emitirla dentro del plazo fijado 

por esta Ley o por los ordenamientos jurídicos aplicables.14 

En el procedimiento administrativo los interesados podrán actuar por sí mismos, 

por medio de representante o apoderado.15 

La representación de las personas morales ante la Administración Pública del 

Distrito Federal, deberá acreditarse mediante instrumento público. En el caso de 

las personas físicas, dicha representación podrá acreditarse también mediante 

carta poder firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas ante fedatario público, 

o bien, por declaración en comparecencia personal ante la autoridad 

competente.16 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el interesado o su 

representante legal podrá autorizar a la persona o personas que estimen 
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pertinentes para oír y recibir toda clase de notificaciones y documentos, así como 

para realizar los trámites y las gestiones necesarias para la substanciación del 

procedimiento administrativo. La autorización para oír y recibir notificaciones, 

también faculta al autorizado para hacer valer incidentes e interponer recursos 

administrativos.17 

Cuando en un procedimiento existan varios interesados, las actuaciones se 

entenderán con el representante común, que al efecto haya sido designado; y en 

su defecto, con el que figure en primer término.18 

Las promociones deberán hacerse por escrito. Cuando la norma aplicable no 

señale los requisitos específicos, el escrito inicial deberá expresar, acompañar y 

cumplir con los siguientes requisitos: 

I. La dependencia o entidad de la Administración Pública a la que se dirige; 

II. El nombre, denominación o razón social del o de los interesados y, en su caso, 

del representante legal, agregándose los documentos que acrediten la 

personalidad, así como la designación de la persona o personas autorizadas para 

oír y recibir notificaciones y documentos; 

III. El domicilio para recibir notificaciones; 

IV. La petición que se formula; 

V. La descripción clara y sucinta de los hechos y razones en los que se apoye la 

petición; 

VI. Los requisitos que señalen los ordenamientos jurídicos aplicables, o el Manual, 

ofreciendo, en su caso, las pruebas cuando sean necesarias, para acreditar los 

hechos argumentados y la naturaleza del asunto así lo exija; y 

VII. El lugar, la fecha y la firma del interesado o, en su caso, la de su 

representante legal.19 

Cuando el escrito inicial no contenga los requisitos o no se acompañe de los 

documentos previstos en el artículo anterior, la autoridad competente prevendrá 

por escrito y por una sola vez al interesado o, en su caso, al representante legal, 

para que dentro del término de cinco días hábiles siguientes a la notificación de 
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dicha prevención subsane la falta. En el supuesto de que en el término señalado 

no se subsane la irregularidad, la autoridad competente resolverá que se tiene por 

no presentada dicha solicitud. 

Si la promoción no fue firmada se estará a lo dispuesto en el artículo 33 de Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo del Distrito Federal. 

Contra el desechamiento o la negativa de dar trámite a las solicitudes o 

promociones, procederá el recurso de inconformidad.20 

Las promociones deberán presentarse en las unidades receptoras autorizadas 

para tales efectos por la dependencia o entidad; las subsecuentes promociones 

dentro del procedimiento administrativo podrán presentarse en las oficinas de 

correos, salvo en el caso de los escritos iniciales los cuales deberán presentarse 

precisamente en las oficinas administrativas correspondientes.21 

Iniciado el procedimiento, la autoridad competente podrá adoptar las medidas 

provisionales establecidas en esa ley procesal administrativa u otras disposiciones 

jurídicas aplicables, para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, 

si existieren suficientes elementos de juicio para ello.22 

Los titulares de los órganos administrativos ante quienes se inicie o en que se 

trámite cualquier procedimiento administrativo, de oficio o a petición de parte 

interesada, podrán disponer su acumulación. Contra el acuerdo de acumulación 

no procederá recurso alguno.23 

Con el escrito inicial se deberán ofrecer pruebas, siempre que la naturaleza del 

asunto así lo exija y lo prescriban las normas; y cuando en los ordenamientos 

jurídicos aplicables o en el Manual, no esté detallado expresamente el debido 

proceso legal, se seguirá el procedimiento que se establece en esa ley procesal 

administrativa. 

La autoridad competente acordará dentro de los tres días hábiles siguientes el 

ofrecimiento de las pruebas, señalando día y hora para la celebración de la 

audiencia de admisión y desahogo de pruebas y alegatos, misma que deberá 
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 Ibídem; Artículo 46. 
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 Ibídem; Artículo 52. 
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 Ibídem; Artículo 53. 



verificarse dentro de los siete días hábiles siguientes a que se notifique el acuerdo 

en el que se admitan las pruebas. Sólo en caso de que se requiera la opinión de 

otra dependencia o entidad, la audiencia podrá fijarse en un plazo mayor al 

señalado, que no podrá exceder, en todo caso, de veinte días hábiles. 

Cuando para la preparación y desahogo de alguna de las pruebas ofrecidas sea 

necesario acudir al establecimiento mercantil y este se encuentre clausurado o en 

suspensión de actividades, la autoridad deberá acordar el levantamiento 

provisional de sellos por el tiempo que solicite el particular, dentro del auto que fije 

la hora fecha y lugar de la audiencia. 

La audiencia tendrá por objeto la admisión y desahogo de las pruebas ofrecidas, 

así como la recepción de los alegatos que formulen los interesados por sí o por 

medio de sus representantes o personas.24 

Ponen fin al procedimiento administrativo: 

I. La resolución definitiva que se emita; 

II. El desistimiento; 

III. La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas; y 

IV. La declaración de caducidad de la instancia.25 

Las resoluciones que pongan fin al procedimiento deberán decidir todas y cada 

una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas.26 

Ante el silencio de la autoridad competente para resolver el procedimiento 

administrativo correspondiente, procede la afirmativa ficta en los casos en los que 

expresamente lo establezcan, bajo cualquier modalidad, las leyes aplicables y el 

manual. 

La afirmativa ficta opera cuando la solicitud del particular se realiza ante la 

autoridad competente, reúne los requisitos de la citada ley y no contraviene norma 

de orden público o interés general.27 

La caducidad del procedimiento administrativo operará de oficio en los siguientes 

casos: 

                                            
24

 Ibídem; Artículo 57. 
25

 Ibídem; Artículo 87. 
26

 Ibídem; Artículo 88. 
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I. Cuando se trate de procedimientos administrativos iniciados de oficio, a los tres 

meses, contados a partir de la última actuación administrativa; y 

II. Cuando se trate de procedimientos administrativos iniciados a petición del 

interesado, procederá sólo si el impulso del particular es indispensable para la 

continuación del procedimiento; y operará a los tres meses contados a partir de la 

última gestión que se haya realizado.28 

 

2.2. Incidentes. 

 

La figura de los incidentes estás regulada en el capítulo sexto, llamado “de los 

incidentes” que pertenece a la Ley del Procedimientos Contencioso Administrativo 

del Distrito Federal. Los incidentes son procedimientos en los que se resuelve 

alguna cuestión contenciosa secundaria de la principal que conformó la litis. La 

resolución que decide la controversia accesoria en este procedimiento secundario 

ha sido denominada “sentencia interlocutoria”. 

Las cuestiones incidentales que se susciten durante el procedimiento no 

suspenderán la tramitación del mismo, salvo los impedimentos que se tramitarán 

conforme a lo dispuesto por la Ley del Procedimientos Contencioso Administrativo 

para el Distrito Federal.29 

Los incidentes se tramitarán por escrito dentro de los cinco días siguientes a la 

notificación del acto que lo motive, o de que se tenga conocimiento del mismo, en 

el que se fijarán los puntos sobre los que verse el incidente, ofreciéndose las 

pruebas respectivas.  

El incidente se resolverá conjuntamente con el asunto principal del procedimiento 

y se substanciará, en cuanto a la admisión y desahogo de pruebas, conforme a lo 

que establece el artículo 58 de esa ley. 

Los incidentes para que se resuelvan conjuntamente con el principal deberán 

hacerse valer antes de la celebración de la audiencia; los que surgieran después 

de la audiencia se podrán hacer valer en vía de recurso de inconformidad.30 
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2.3. Recurso de inconformidad. 

Este es un recurso contenido en la Ley del Procedimientos Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal. Es un medio de defensa que otorga ese cuerpo 

de normas procesales al gobernado para impugnar una resolución administrativa 

que no le es favorable. Enseguida se detallarán las particularidades del recurso de 

inconformidad como es lo relativo a su procedencia y tramitación. 

. 

2.4. Procedencia. 

 

Cuando se trate de solicitudes de autorizaciones, licencias, permisos o de 

cualquier otro tipo, las autoridades competentes deberán resolver el procedimiento 

administrativo correspondiente en los plazos previstos por las leyes aplicables o el 

manual; y sólo que esto no establezcan un término específico deberá resolverse 

en 40 días hábiles contado a partir de la presentación de la solicitud.  

Si la autoridad competente no emite su resolución dentro de los plazos 

establecidos se entenderá que la resolución es en sentido negativo, salvo que las 

leyes o el manual establezcan expresamente que para el caso concreto opera la 

afirmativa ficta. 

Cuando opere la negativa ficta por silencio de la autoridad, el interesado podrá 

interponer el recurso de inconformidad previsto en la presente Ley, o bien, 

intentar el juicio de nulidad ante el Tribunal.31 

Cuando el servidor público no se abstenga de intervenir en un asunto, a pesar de 

encontrarse en alguno de los supuestos que establece el artículo 60 de la Ley del 

Procedimientos Contencioso Administrativo del Distrito Federal, el interesado 

podrá promover la recusación durante cualquier etapa del procedimiento 

administrativo, hasta antes de que se dicte resolución, salvo que hasta este 

momento tuviere conocimiento de algún impedimento, situación en la cual, se 
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tramitará esta recusación a través del Recurso de Inconformidad previsto esa 

ley procesal administrativa.32 

Los interesados afectados por los actos y resoluciones de las autoridades 

administrativas podrán, a su elección interponer el recurso de inconformidad o 

intentar el juicio de nulidad ante el Tribunal. El recurso de inconformidad tendrá 

por objeto que el superior jerárquico de la autoridad emisora, confirme, modifique, 

revoque o anule el acto administrativo recurrido.33 

 

2.5. Tramitación. 

 

El término para interponer el recurso de inconformidad será de quince días 

hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la 

notificación de la resolución que se recurra, o de que el recurrente tenga 

conocimiento de dicha resolución.34 

El recurso de inconformidad deberá presentarse ante el superior jerárquico de la 

autoridad que emitió la resolución. Será competente para conocer y resolver este 

recurso dicho superior jerárquico. 

En caso de que la resolución que origine la inconformidad la hubiese emitido el 

Jefe del Distrito Federal, el recurso se tramitará y resolverá por el mismo servidor 

público.35 

En el escrito de interposición del recurso de inconformidad, el interesado deberá 

cumplir con los siguientes requisitos: 

I. El órgano administrativo a quien se dirige; 

II. El nombre del recurrente; y del tercero perjudicado si lo hubiere, así como el 

lugar que señale para oír y recibir notificaciones y documentos; 

III. Precisar el acto o resolución administrativa que impugna, así como la fecha en 

que fue notificado de la misma o bien tuvo conocimiento de ésta; 

IV. Señalar a la autoridad emisora de la resolución que recurre; 
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V. La descripción de los hechos, antecedentes de la resolución que se recurre; 

VI. Los agravios que le causan y los argumentos de derecho en contra de la 

resolución que se recurre; y 

VII. Las pruebas que se ofrezcan, relacionándolas con los hechos que se 

mencionen.36 

Con el recurso de inconformidad se deberán acompañar los siguientes 

documentos: 

I. Los documentos que acrediten la personalidad del promovente, cuando actúe a 

nombre de otro o de persona moral; 

II. El documento en que conste el acto o la resolución recurrida, cuando dicha 

actuación haya sido por escrito; o tratándose de actos que por no haberse resuelto 

en tiempo se entiendan negados, deberá acompañarse el escrito de iniciación del 

procedimiento, o el documento sobre el cual no hubiere recaído resolución alguna; 

III. La constancia de notificación del acto impugnado; si la notificación fue por 

edictos se deberá acompañar la última publicación; o la manifestación bajo 

protesta de decir verdad de la fecha en que tuvo conocimiento de la resolución; y 

IV. Las pruebas que se acompañen.37 

En caso de que el recurrente no cumpliera con alguno de los requisitos o de 

presentar los documentos que se señalan en los dos artículos anteriores, el 

superior jerárquico que conozca del recurso, deberá prevenirlo por escrito por una 

vez para que en el término de cinco días hábiles siguientes a la notificación 

personal subsane la irregularidad. Si transcurrido este plazo el recurrente no 

desahoga en sus términos la prevención, el recurso se tendrá por no interpuesto. 

Si el escrito de interposición del recurso no aparece firmado por el interesado, o 

por quien debe hacerlo se tendrá por no interpuesto.38 

El interesado podrá solicitar la suspensión del acto administrativo recurrido en 

cualquier momento, hasta antes de que se resuelva la inconformidad. 

El superior jerárquico deberá acordar, en su caso, el otorgamiento de la 

suspensión o la denegación de la misma, dentro de los cinco días hábiles 
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siguientes a su solicitud, en el entendido que de no emitir acuerdo expreso al 

respecto, se entenderá otorgada la suspensión.39 

El superior jerárquico al resolver sobre la providencia cautelar, deberá señalar, en 

su caso, las garantías necesarias para cubrir los daños y perjuicios que pudieran 

ocasionarse con dichas medidas. 

Tratándose de multas, el recurrente también deberá garantizar el crédito fiscal en 

cualquiera de las formas previstas por el Código Financiero. 

En los casos que proceda la suspensión pero pueda ocasionar daños o perjuicios 

a terceros, el interesado deberá otorgar garantía bastante para reparar el daño e 

indemnizar los perjuicios que se ocasionen con dicha medida.40 

No se otorgará la suspensión en aquellos casos en que se cause perjuicio al 

interés social, se contravengan disposiciones de orden público o se deje sin 

materia el procedimiento.41 

Los recurrentes a quienes se otorgue la suspensión del acto o la resolución 

administrativa, deberán garantizar, cuando no se trate de créditos fiscales, en 

alguna de las formas siguientes: 

I. Billete de depósito expedido por la institución autorizada, o 

II. Fianza expedida por institución respectiva.42 

La suspensión sólo tendrá como efecto que las cosas se mantengan en el estado 

en que se encuentran, en tanto se pronuncia la resolución al recurso.43 

La suspensión podrá revocarse por el superior jerárquico, si se modifican las 

condiciones bajo las cuales se otorgó.44 

Recibido el recurso por el superior jerárquico, le solicitará al inferior un informe 

sobre el asunto, así como la remisión del expediente respectivo en un plazo de 

cinco días hábiles. 

En un término de tres días hábiles, contados a partir de la recepción del informe, el 

superior jerárquico deberá proveer sobre la admisión, prevención o desechamiento 
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del recurso, lo cual deberá notificársele al recurrente personalmente. Si se admite 

el recurso a trámite, deberá señalar en la misma providencia la fecha para la 

celebración de la audiencia de ley en el recurso. Esta audiencia será única y se 

verificará dentro de los diez días hábiles subsecuentes.45 

Se desechará por improcedente el recurso cuando se interponga: 

I. Contra actos administrativos que sean materia de otro recurso que se encuentre 

pendiente de resolución y que haya sido promovido por el mismo recurrente por el 

propio acto impugnado; 

II. Contra actos que no afecten los intereses legítimos del promovente; 

III. Contra actos consumados de modo irreparable; 

IV. Contra actos consentidos expresamente; 

V. Cuando el recurso sea interpuesto fuera del término previsto por esta Ley; o 

VI. Cuando se esté tramitando ante los tribunales algún recurso o medio defensa 

legal interpuesto por el promovente, que pueda tener por efecto modificar, revocar 

o nulificar el acto respectivo.46 

Será sobreseído el recurso cuando: 

I. El promovente se desista expresamente; 

II. El interesado fallezca durante el procedimiento, si el acto o resolución 

impugnados sólo afecta a su persona; 

III. Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a 

que se refiere el artículo anterior; 

IV. Hayan cesado los efectos del acto impugnado; 

V. Falte el objeto o materia del acto; o 

VI. No se probare la existencia del acto impugnado.47 

La audiencia tendrá por objeto admitir y desahogar las pruebas ofrecidas, así 

como recibir los alegatos. Se admitirán toda clase de pruebas incluyendo las 

supervenientes, las que se podrán presentar hasta antes de la celebración de la 

audiencia, con excepción de la confesional a cargo de la autoridad y las contrarias 

a la moral, el derecho y las buenas costumbres. 
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No se tomarán en cuenta en la resolución del recurso, hechos, documentos o 

alegatos del recurrente, cuando habiendo podido aportarlos durante el 

procedimiento administrativo no lo haya hecho.48 

El superior jerárquico deberá emitir la resolución al recurso, al término de la 

audiencia de Ley o dentro de los diez días hábiles siguientes a la celebración de 

ésta. Si transcurrido el término anterior, el superior jerárquico no dicta resolución 

expresa al recurso, se entenderá confirmado el acto impugnado.49 

La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará todos y cada uno de 

los agravios hechos valer por el recurrente, teniendo la autoridad competente la 

facultad de invocar hechos notorios; pero cuando uno de los agravios sea 

suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado, bastará con el examen de 

dicho punto. 

La autoridad, en beneficio del recurrente, podrá corregir los errores que advierta 

en la cita de los preceptos que se consideren violados y examinar en su conjunto 

los agravios, así como los demás razonamientos del recurrente, a fin de resolver la 

cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos expuestos en el 

recurso. 

Si la resolución ordena realizar un determinado acto o iniciar la reposición del 

procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de 10 días hábiles contados a partir 

de que se haya dictado dicha resolución.50 

La autoridad encargada de resolver el recurso podrá: 

I. Declararlo improcedente o sobreseerlo; 

II. Confirmar el acto impugnado; 

III. Declarar la nulidad o anulabilidad del acto impugnado o revocarlo; o 

IV. Modificar u ordenar la modificación del acto impugnado o dictar u ordenar 

expedir uno nuevo que lo sustituya, cuando el recurso interpuesto sea total o 

parcialmente resuelto a favor del recurrente; u ordenar la reposición del 

procedimiento administrativo.51 
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No se podrán anular, revocar o modificar los actos o resoluciones administrativos 

con argumentos que no haya hecho valer el recurrente.52 

Contra la resolución que recaiga al recurso de inconformidad procede el juicio de 

nulidad ante el Tribunal.53 
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